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DE TORTURA Y CONDUCTAS DELICTIVAS TIPIFICADAS COMO SIMPLES 
LESIONES PERSONALES, DELITOS SEXUALES, VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y 
HOMICIDIOS  




Dentro del contexto  y desarrollo de la Especialidad en la defensa de los DDHH  ante 
los sistemas de protección internacional realizada en la Universidad Militar Nueva 
Granada durante el año 2011, se ha debatido  acerca de las controversias que  la 
defensa de los mismos  genera como consecuencia de la interpretación discrecional o 
no, que se le da a los derechos de un ciudadano.  
 
Con base en ese tipo de discusiones y conclusiones  analizadas durante el trasegar de 
la especialización, y a pesar de que los autores no son profesionales del derecho, se 
generó la necesidad del presente artículo, acerca de las Implicaciones de la 
participación de los particulares como autores, en la definición de la tortura del Código 
Penal Colombiano (Ley 599, 2000) y casos investigados por la justicia Colombiana 
como simples delitos de lesiones personales o violencia intrafamiliar que tendrían los 
componentes esenciales de la Tortura.  
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Se desea mostrar desde el contexto forense las implicaciones en una investigación de 
los elementos esenciales para configurar el delito de la tortura, como son: la existencia 
de una conducta intencional para causar dolor o sufrimiento, con una finalidad y un 
autor, que puede ser un particular o servidor público (para nuestro código penal 
vigente), en hechos delictivos que normalmente se tipifican como delitos diferentes a la 
Tortura y la implicación en el ámbito internacional frente a alegatos de las presunta 
víctimas por impunidad al no tipificarse la tortura, “articulo 8. Garantías Judiciales….” 
(Convención Americana sobre Derechos Humanos, San José de Costa Rica, 
Noviembre de 1969), cuando para el ámbito internacional la definición de tortura no es 
tan garantista como en el Nacional.  
 
Los intervinientes en los procesos judiciales se encuentran con un límite casi indefinido  
entre la Tortura y otros delitos como lesiones personales y delito sexual, cuando son 
ejecutados por particulares, dependiendo de la interpretación del juzgador dicha 
tipificación.  
En definitiva, este documento trata de analizar las implicaciones de una definición tan 
garantista de tortura en el ámbito Nacional y mostrar la facilidad con que cualquier 
persona, particular o funcionario público, puede infligir a otra sufrimientos o dolores con 
cierta finalidad, es decir, infligir actos de tortura; a diferencia con la defensa de los 
derechos en el ámbito internacional, donde la tortura se entiende en sentido técnico, 
como aquellos actos ejecutados por un servidor público, un empleado público, un 
funcionario, una autoridad, y  no por un particular.  
 
Palabras Clave: Tortura, Lesiones Personales, Derechos Humanos, particulares.  
 INTRODUCCIÓN 
 
La dinámica política, social, económica y en general el conflicto vivido durante más de 
50 años en Colombia, está íntimamente relacionado al  fenómeno de la tortura en el 
país. Si bien, en Colombia durante muchos años el delito de tortura fue tipificado 
exclusivamente para agentes del estado que ocasionaran lesiones o infligieran dolores 
o sufrimientos graves con una intencionalidad clara (por lo general con el ánimo de 
sacar información a las personas que de una u otra forma convivían con el delito); no 
se puede olvidar que las guerrillas, los grupos de autodefensas ilegales, las bandas 
organizadas y en general los grupos al margen de la ley, siempre han tenido en cierta 
forma, relación con la práctica sistemática del delito de Tortura, así no fuese visto por 
los legisladores y juzgadores como tal. Desde un punto de vista forense, la tortura se 
traducía en simples casos de Lesiones personales, delitos sexuales o al fenómeno de 
la Violencia Intra Familiar donde no se exige una motivación para la tipificación, 
contrario a la tortura que exige demostrar la motivación del perpetrador, mayor reto 
para los investigadores.   
 
Repetidamente nos encontramos con historias y señales de tortura en el desarrollo de 
nuestras valoraciones forenses y en los procedimientos de exhumaciones realizadas a 
diario en Colombia, donde la presencia de elementos  como cuerdas, nudos, bolsas, 
así como huellas de lesiones, cuerpos mutilados, atados y desmembrados son 
características de la Tortura; sin embargo, no se ve reflejada en las cifras de casos 
investigados y juzgados por tortura en Colombia.  Mucho menos cuando hablamos de 
“violencia doméstica” donde el autor es un particular, sin embargo ya existen casos 
donde se ha tipificado los hechos violentos en el contexto intrafamiliar como Tortura en 
Colombia.  
 
El Instituto de Medicina Legal y ciencias Forenses   tiene como  objetivo fundamental  
la prestación de servicios forenses a la comunidad,  como apoyo técnico y científico a 
la administración de justicia, y, en el desarrollo de su misión tiene entre otras las  
funciones de Prestar servicios médico-legales y de ciencias forenses que sean 
solicitados por los Fiscales, Jueces, Policía Judicial, Defensoría del Pueblo y demás 
autoridades competentes en todo el territorio Nacional, Así como también,  desarrollar 
funciones asistenciales, científicas, extra-periciales y sociales en el área de la medicina 
legal y las ciencias forenses, Además de Prestar asesoría y absolver consultas sobre 
medicina legal y ciencias forenses a las unidades de fiscalías, tribunales y demás 
autoridades competentes. (Ley 938 de 2004, capítulo III). Por lo anterior, es una de las 
instituciones que apoyan al Estado Colombiano en el cumplimiento de la obligación que 
le impone el derecho internacional de investigar todo acto de tortura de forma oportuna 
e imparcial, por tanto, al igual que todas las entidades judiciales debe desarrollar y 
conocer todos los instrumentos para la investigación y documentación eficaz de la 






Los operadores judiciales y las instituciones forenses Colombianas deben tener 
claridad de los componentes esenciales para la tipificación del delito de Tortura y de la 
diferencia de conceptos entre el derecho internacional y la legislación Nacional, como 
son la inclusión de los particulares como autores en el delito de tortura, no limitándose 
solo a los servidores públicos y la no inclusión del concepto de gravedad en los dolores 
o sufrimiento ocasionados, para así, discernir en el ámbito Nacional cuando una 
conducta delictiva corresponde a lesiones personales, violencia intrafamiliar  o violencia 
sexual y cuando implica Tortura. Solo así se podría ratificar lo dicho por el director del 
programa presidencial de DDHH y DIH en diciembre de 2010: "el Gobierno considera que 
Colombia es un Estado garantista en materia de tortura (…)". No obstante en casos 
sentenciados como Homicidio, lesiones personales, violencia sexual  o Violencia 
Intrafamiliar, tratándose de tortura, donde no procedería revisión del caso por ser una 
sentencia condenatoria, pueden evidenciar un incumplimiento de las obligaciones 
internacionales ante sistemas de protección internacional e impunidad de la justicia  









Si bien se plantea que la inclusión de particulares como autores y la supresión del 
término “graves” de los dolores o sufrimientos en el delito de tortura en el Código Penal 
Colombiano, hace del derecho interno más garantista que el internacional, nos plantea 
un posible vacío en la normatividad cuando miramos hacia la violencia denominada 
“doméstica”, pues en muchas de estas acciones delictivas no se evidencia un límite 
claro con la Tortura, quedando a la interpretación del ente investigador y de los jueces, 
dejando así una puerta abierta para plantear ante los sistemas de protección 
internacional de Derechos Humanos una posible impunidad en las investigaciones, por 
lo que nos debemos preguntar ¿Cuáles serían las implicaciones en el contexto 
internacional de la participación de particulares como actores de tortura en casos 
investigados como simples delitos de lesiones personales, delitos sexuales, violencia 




Establecer que  implicaciones tiene en el ámbito internacional la inclusión de 
particulares en nuestro código penal colombiano  como determinadores  del delito de 
tortura frente a delitos como Lesiones Personales, homicidios, Violencia Intrafamiliar y 




1. Conocer de forma comparativa  la Normatividad Interna frente al Derecho 
Internacional en la prohibición de la Tortura. 
2. Conocer los Instrumentos Internacionales para la investigación y documentación de 
la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes.  
3. Determinar como la violencia sexual, violencia intrafamiliar, lesiones personales y el 




En casos en que se alegue ante los sistemas de protección internacional de Derechos 
Humanos la violación de derechos conforme a la convención Americana sobre 
derechos humanos por la investigación y condena en el derecho interno de hechos 
delictivos como simples delitos “domésticos” y no como tortura cuando el autor es un 
particular, nos podríamos encontrar ante un vacío jurídico para contextualizar estos 
delitos como tortura en el ámbito internacional por ser el autor un particular y existir una 
sentencia condenatoria por dichos hechos.  
 
METODOLOGÍA 
Dentro de la obligación del Instituto Nacional de Medicina legal y Ciencias Forenses de 
apoyar técnica y científicamente a la justicia en Colombia y por ende en la investigación 
eficaz de la tortura, se hace necesario fortalecer la capacidad de reacción del estado 
sobre el fenómeno de la Tortura, garantizando la protección y defensa de los derechos 
humanos, documentando y  aplicando los protocolos necesarios bajo estándares 
internacionales como tema obligado dentro del conflicto armado y la problemática 
social  que se vive en Colombia actualmente, para el esclarecimiento de casos que en 
materia de investigación puedan darse dentro del contexto mencionado. Es por ello, 
que los autores observaron  con suficiente expectación la necesidad de abordar el tema 
que nos ocupa como consecuencia de la relación que existe entre las formas de 
derecho interno e internacional y la tipificación del delito de tortura en defensa de los 
D.D.H.H.  En nuestra labor vemos como diariamente se realizan valoraciones forenses 
de casos que por su relato y hallazgos podrían enmarcarse en el delito de Tortura, sin 
embargo, desde el inicio de la investigación no se considera como tal, generándose la 
inquietud para los autores sobre el límite entre un hecho delictivo común y la Tortura.  
 
La metodología utilizada en el presente artículo va dirigida a realizar una revisión 
documental del derecho Interno y el Derecho internacional para  finalmente hacer un 
análisis de la situación de los Derechos Humanos en Colombia con relación a la 
investigación de la Tortura y sus implicaciones en los sistemas de protección 







Noción Jurídica  
El derecho a no ser sometido a tortura y a tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes se encuentra firmemente consagrado en el marco del derecho 
internacional, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y otros instrumentos Regionales 
como La convención Americana de Derechos Humanos entre otros.     
 
En el derecho Internacional Humanitario la prohibición de la tortura es parte de la 
protección a las víctimas que se incluye en los tratados como los cuatro Convenios de 
Ginebra de 1949 que pautan las normas para el desarrollo de los conflictos armados y 
los protocolos adicionales prohíben la práctica de la tortura y de otros malos tratos. 
Especialmente, el Articulo 3. Común a los cuatro protocolos de donde se extrae: “... se 
prohíben, en cualquier tiempo y lugar [...] atentados contra la vida y la integridad 
corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos 
crueles, la tortura [...] atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos 
humillantes y degradantes...” 
 
Desde las Naciones Unidas se cuenta con importantes instrumentos adoptados por los 
Estados Miembros, donde se establece que no puede haber excepciones a la 
prohibición de la tortura y establecen distintas obligaciones a los estados para 
garantizar la protección contra tales abusos. Entre otros tenemos la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Declaración sobre la Protección 
contra la Tortura) y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos y Degradantes (Convención contra la Tortura) . Naciones Unidas mediante 
organismos y mecanismos como El Comité contra la Tortura, La comisión de derechos 
Humanos, el comité de Derechos Humanos, Relator Especial sobre la tortura y el 
Relator Especial sobre la violencia contra la mujer, busca vigilar la aplicación de los 
instrumentos.  
 
La Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, de 1984 define la tortura como “todo acto por el 
cual se inflijan intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean 
físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una 
confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha 
cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón 
basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean 
infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, 
a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán 
torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones 
legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas." 
 
A nivel regional contribuyen organismos como Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y la Comisión 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos.  
 
La Corte Penal Internacional tiene jurisdicción sobre los casos de presunta tortura si se 
trata de actos cometidos en gran escala y de modo sistemático como parte del delito de 
genocidio o como crimen de lesa humanidad, o como crimen de guerra con arreglo a 
los Convenios de Ginebra de 1949. En el Estatuto de Roma se define la tortura como el 
hecho de causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean físicos o 
mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control.  
 
En el artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional se prescribe: “Crímenes de 
lesa humanidad.  1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa 
humanidad “cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: (…) 
f) Tortura; (…) k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente 
graves sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física". 
(Wilches Flores, Clara Roció. Corte penal internacional en Colombia. Estatuto de la 
corte penal internacional Artículo 7).  
 
El primer esbozo en Colombia de Tipificación del delito de Tortura nos remonta al 
Código Penal de 1980, que establecía que: “El que someta a otro a tortura física o moral, 
incurrirá en prisión de uno a tres años, siempre que el hecho no constituya delito sancionado 
con pena mayor”. (Decreto 100 de 1980, art. 279.). Posteriormente, en el marco del 
estado de sitio declarado por el Gobierno Nacional, se expidió el decreto 180 de 1988, 
en el que se tipificó el delito de tortura exigiendo que el autor lo cometa “en cumplimiento 
de actividades terroristas”. (Decreto 180 de 1988, art. 24). 
El decreto 2266 de 1991, definió como tortura “El que someta a otra persona a tortura 
física o psíquica, incurrirá en prisión de cinco a diez años siempre que el hecho no 
constituya delito sancionado con pena mayor”. (Decreto 2266 de 1991, artículo 24) 
 
El Código Penal Colombiano actual define la tortura como: “El que inflija a una persona 
dolores o sufrimientos, físicos o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero 
información o confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha 
cometido o de intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de 
discriminación (….) En la misma pena incurrirá el que cometa la conducta con fines distintos a 
los descritos en el inciso anterior. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se 
deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o inherente a ellas”. 
(Ley 599 de 2000 Art. 178) y posteriormente declarada inexequible la expresión 
“graves” por la Corte Constitucional. Según el examen de la Corte, el legislador 
desconoció abiertamente la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la 
tortura, que omite exigir la existencia o la intensidad del dolor por el contrario, según la 
Corte, define la tortura como “cualquier acto que en los términos y para los fines allí 
señalados atente contra la autonomía personal, incluso si el mismo no causa sufrimiento o 
dolor”. (Corte Constitucional, sentencia 148, 22 de febrero de 2005, pág. 53).  
El Código Penal Colombiano establece Penas de agravación Punitiva. “Las penas 
previstas en el artículo anterior  se aumentaran hasta en una tercera parte en los siguientes 
eventos: 1. Cuando el agente sea del grupo familiar de la víctima. 2. Cuando el agente sea 
servidor público o un particular  que actué bajo la determinación o con la aquiescencia de 
aquel. 3. Cuando se someta a persona discapacitada o en menor de 18 años o en mayor de 60 
o en mujer embarazada. 4. Cuando se cometa en razón de sus calidades  contra las siguientes 
personas: servidores públicos, periodistas, comunicadores sociales, defensores de los 
derechos humanos, candidatos o aspirantes a   cargos de elección popular, dirigentes cívico, 
comunitarios, étnicos, sindicales, políticos o religiosos contra quienes hayan sido testigos o 
victimas de hechos punibles o faltas disciplinarias; o contra el cónyuge o compañero o 
compañera permanente de las personas antes mencionadas, o contra sus parientes hasta el 
tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 5. Cuando se cometa 
usando bienes del estado. 6. Cuando se cometa para preparar, facilitar, ocultar o asegurar el 
producto o la impunidad de otro delito; o para impedir que la persona intervenga en actuaciones 
judiciales o disciplinarias”. (Ley 599 de 2000 Art. 179).  
 
Revisada la noción jurídica encontramos que la tortura no ha sido definida de forma 
universal, existiendo múltiples definiciones entre las cuales se encuentra la definición 
de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar La Tortura “Para los efectos 
de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el 
cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de 
investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida 
preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la 
aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a 
disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.” 
(Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar La Tortura, art. 2). “Serán 
responsables del delito de tortura: a. los empleados o funcionarios públicos que actuando en 
ese carácter ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan directamente o que, 
pudiendo impedirlo, no lo hagan. b. las personas que a instigación de los funcionarios o 
empleados públicos a que se refiere el inciso a. ordenen, instiguen o induzcan a su comisión, lo 
cometan directamente o sean cómplices.” (Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar La Tortura, art. 3). 
 
Para la Convención Contra La Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes y usada en el Protocolo de Estambul: “se entenderá como tortura todo acto 
por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean 
físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de 
castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o 
coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de 
discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público 
u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su 
consentimiento o aquiescencia (…)”.  (Convención Contra La Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Art. 1.). Para dicho instrumento existen 
cuatro elementos esenciales i) Intencionalidad, ii) Debe tratarse de dolores o 
sufrimientos graves, ya sean físicos o sicológicos, iii) Deben infringirse a una persona 
con un fin “De ella o de un tercero información o una confesión, castigarla por un acto 
que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa 
persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación” y 
iv)  Deben ser infringidos por funcionarios públicos o por una persona en ejercicio de 
funciones públicas, a instigación de estos o con su consentimiento o aquiescencia  
 
Para el Código Penal Colombiano la Tortura: “El que inflija a una persona dolores o 
sufrimientos, físicos o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o 
confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha cometido o de 
intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación (….) 
En la misma pena incurrirá el que cometa la conducta con fines distintos a los descritos en el 
inciso anterior. (…)” (Ley 599 de 2000, art. 178). A diferencias de la Convención Contra 
La Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, entre los 
elementos esenciales de la tortura no se requiere de la gravedad en los dolores o 
sufrimientos y el actor no necesariamente es un funcionario público, lo que hace de 
esta norma una norma más garantista que en el Derecho Internacional.  
 
Conductas delictivas que pueden implicar o confundirse con la tortura 
 
A pesar que Colombia el delito de Tortura ha sido tipificado penalmente desde 1980, de 
la evolución de su definición y de la obligación internacional de estado Colombiano 
para la investigación efectiva de la Tortura, no se hacen visibles los resultados en 
materia de investigación y judicialización, y como lo podemos observar en nuestro 
trasegar diario no existe claridad por parte de las instituciones encargadas de las 
investigaciones judiciales, de los elementos esenciales para la tipificación de Tortura en 
Colombia, lo que nos lleva a plantear posibles vacíos jurídicos e impunidad cuando nos 
enfrentamos a conductas delictivas que pudiendo corresponder a delitos de Tortura son 
tipificados como homicidios, lesiones personales, violencia intrafamiliar o delitos 
sexuales.  
 
La definición de Tortura en el Código Penal Colombiano trae inmerso los elementos 
esenciales de la Tortura. “El que inflija a una persona dolores o sufrimientos, físicos o 
psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de castigarla 
por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha cometido o de intimidarla o 
coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación (….) En la misma 
pena incurrirá el que cometa la conducta con fines distintos a los descritos en el inciso anterior. 
(…)” (Ley 599 de 2000, art. 178). Debe existir una conducta intencional, la de infligir dolores 
o sufrimientos, una finalidad y un autor para plantear hablar de Tortura.  
 
La declaración de inexequible de la expresiones “grave” contenida en el numeral 1º del 
Artículo 101 y “graves” contenida en los artículos 137 y 178 de la ley 599 de 2000“por 
la cual se expide el Código Penal”.(Sentencia C 148-2005, Corte Constitucional) y el hecho 
que no se limite la conducta  los servidores públicos hacen de esta una norma más 
garantista que el derecho internacional, pero implica que casos de lesiones personales, 
violencia intrafamiliar, homicidios o delitos sexuales correspondan o se puedan 
confundir con Tortura.  
 
El Código Penal Colombiano define el delito de lesiones personales como: “….. cause a 
otro daño en el cuerpo o en la salud” (Código Penal colombiano, Ley 599 de 2000, art. 
111.). Dicho tipo penal no exige la existencia de una motivación por parte del 
perpetrador, por lo que los funcionarios judiciales prefieren calificar los hechos bajo 
este tipo penal y no por el de tortura donde se requiere demostrar las motivaciones y 
que si se realiza una investigación exhaustiva se podría demostrar su existencia. 
 
Casos como los conocidos públicamente en medios de comunicación, donde, a manera 
de ejemplo, un agresor “X” enterado de la infidelidad de su compañera sentimental 
decide encerrarla en su cuarto, atarla a la cama, cortarle el cabello y quemar sus 
genitales con elemento caliente, puede ser investigado y castigado por algunos actores 
judiciales como lesiones personales o violencia intrafamiliar, sin embargo para otros 
puede corresponder a una conducta delictiva de Tortura con sus elementos esenciales 
i) una conducta que causa sufrimiento y dolor, ii) una finalidad de castigarla por un acto 
cometido o que se sospecha ha cometido y iii) un autor que para el caso es un 
particular. No dista este planteamiento con lo expresado por la coalición Colombiana 
contra la Tortura,  “Los investigadores judiciales colombianos y funcionarios públicos, no 
están capacitados para reconocer y documentar las señales físicas y psicológicas de la tortura. 
Esto trae como consecuencia, en primer lugar, la errónea calificación del delito. Así, la tortura 
es invisibilizada en los delitos de lesiones personales, abuso de autoridad, o como sucede en 
las cárceles colombianas, en simples actos de sometimiento a los detenidos” (Informe 
Alternativo Sobre Tortura, trato crueles e inhumanos o Degradantes Colombia 2003 – 
2009, pag  46).  
 
“Pocos son los datos consolidados sobre la tortura en Colombia. Aunque varias organizaciones 
y agencias trabajan en denunciarla, investigarla y documentarla, las conclusiones y 
recomendaciones del Comité Internacional Contra la Tortura indican que en Colombia más del 
70% de los actos de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes se aplica 
a víctimas que son inmediatamente asesinadas y desaparecidas, factor que impide su denuncia 
o conocimiento”. (Viviana Quintero Márquez, Documentar la Tortura, EL ESPECTADOR 26 de 
Julio de 2008) 
 
Igualmente el delito de Tortura puede estar oculto o inmerso  en otras violaciones a los 
derechos humanos  las masacres, secuestro, ejecuciones extrajudiciales, desaparición 
forzada y reclutamiento forzado, y no ser investigado de forma eficaz y oportuna por los 
entes judiciales, donde al menos se debe sospechar que el perpetrador haya recurrido 
a métodos de tortura. Caso evidenciado en la masacre de Pueblo Bello, donde la 
providencia judicial de resolución de acusación omite el delito de Tortura, como lo 
constato la  Interamericana de derechos Humanos en la sentencia contra el Estado 
Colombiano “El propio modus operandi de los hechos del caso y las graves faltas a los 
deberes de investigación permiten inferir que las personas secuestradas fueron objeto de 
tortura o graves tratos crueles, inhumanos o degradantes, pues ha sido probado que a algunos 
de ellos les cortaron las venas, las orejas, los órganos genitales y les chuzaron los ojos, incluso 
habrían sido golpeados a patadas y puñetazos hasta su muerte” (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs Colombia, Sentencia de 
31 de enero de 2006, párr. 152).  
 
Similar opinión se extrae de los medios de comunicación “ Los escalofriantes relatos de 
los ex secuestrados, quienes han dado detalles de las cadenas y demás suplicios a los que los 
grupos armados ilegales suelen someter a sus víctimas, lo confirman: la tortura es uno de los 
delitos más comunes del conflicto armado colombiano. El informe sobre tratos crueles, 
inhumanos o degradantes en el país, elaborado por la Coalición colombiana contra la tortura, 
revela que entre 2004 y 2007 casi 400 ciudadanos fueron víctimas de esta violación a los 
derechos humanos. Sólo 92 de ellos quedaron con vida. La tortura, según el Derecho 
Internacional Humanitario (DIH), es un crimen de guerra, es aplicada mayormente a 
campesinos, niños, detenidos en cárceles y población homosexual. El documento señala que 
en 2007 se pudieron comprobar 93 casos, en 66 de los cuales la víctima perdió la vida. Este 
delito es definido internacionalmente como todo acto por el cual se infligen dolores graves a 
una persona para castigarla, intimidarla o hacerla confesar algo. La Coalición colombiana 
contra la tortura está conformada, entre otras entidades, por la Organización Mundial contra la 
Tortura, la Fundación Comité de Solidaridad con Presos Políticos y la Corporación Reiniciar. La 
investigación de los expertos señala al Estado como uno de los mayores responsables por este 
flagelo. Sin embargo, otros estudios atribuyen  el alto índice de torturas a los grupos armados 
ilegales -paramilitares y guerrilleros- y la delincuencia común. Incluso a la violencia intrafamiliar.  
El documento de la Coalición  enfatiza que  la tortura puede ser también  psicológica. Tal es el 
caso de las amenazas y los hostigamientos. También el sufrimiento al que son sometidos los 
familiares de los secuestrados. Los investigadores aclararon que no se pudieron documentar 
todos los casos debido a las “dificultades que tienen para conseguir información las 
organizaciones defensoras de derechos humanos en el país”. (Colombia un país que Tortura. 
Editorial el ESPECTADOR. 15 de julio de 2008 
 
No menos preocupante es la investigación de la Tortura psicológica en Colombia, 
donde a pesar de que los instrumentos internacionales prohíben de manera inequívoca 
los actos constitutivos de tortura que causen tanto sufrimientos físicos como mentales; 
Incluso la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura considera 
“(…) Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos 
tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, 
aunque no causen dolor físico o angustia psíquica” (Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, artículo 2); la tortura psicológica no viene siendo 
investigada por los operadores judiciales, quienes se centran en la investigación de la 
tortura física.  
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Situaciones como las descritas anteriormente se pueden documentar con la 
Jurisprudencia internacional como son:  
Caso Gutiérrez soler, vs Colombia, “la [presuntas] privación de la libertad personal y 
vulneración de la integridad personal de Wilson Gutiérrez Soler fueron perpetradas por un 
agente del Estado y un particular (ex agente del Estado) que[,] con la aquiescencia de 
servidores públicos, emplearon los medios a disposición de la Fuerza Pública para detener a la 
[presunta] víctima e intentar extraerle una confesión mediante torturas, por la alegada comisión 
de un ilícito – del cual eventualmente la justicia nacional lo declaró inocente”. (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Caso Gutiérrez soler, vs Colombia, sentencia 
12 de septiembre de 2005), donde no existió una adecuada documentación de los 
signos físicos y psicológicos de tortura y fue abordado el caso como simples Lesiones 
Personales.  
 
En el Caso de la masacre de pueblo bello vs Colombia, la corte determino “El propio 
modus operandi de los hechos del caso y las graves faltas a los deberes de investigación 
permiten inferir que las personas secuestradas fueron objeto de tortura o graves tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, pues ha sido probado que a algunos de ellos les cortaron las venas, 
las orejas, los órganos genitales y les chuzaron los ojos, incluso habrían sido golpeados a 
patadas y puñetazos hasta su muerte” (Corte Interamericana de derechos Humanos, 
sentencia del 31 de enero de 2006), donde la resolución de acusación contra los 
presuntos responsables los delitos de homicidio agravado, en concurso secuestro 
agravado, terrorismo, y concierto para delinquir, omitiendo así los delitos de 
desaparición forzada y tortura.  
 
Investigación y Documentación forense de Tortura  
 
Otro punto crítico en la investigación de posibles casos de tortura es el abordaje 
forense, que como se determinó en el caso Gutiérrez Soler  Vs Colombia, “(…) Los 
exámenes médico forenses que se efectuaron en este caso han sido exámenes incompletos. 
En ningún momento se realizaron registros fotográficos de las lesiones. Limitados a una 
descripción física externa de las áreas anatómicas. No se realizó ningún examen de la lesión 
anatómica anal, que es un examen muy sencillo. En uno de los informes no se detallan las 
lesiones, lo cual puede condicionar su interpretación y perjudicar el resultado o la trascendencia 
que estos documentos tengan en el proceso judicial (…). (Corte Interamericana de 
derechos Humanos, Caso Gutiérrez soler, vs Colombia, sentencia septiembre 12 de 
2005). La falta de pericia del personal de salud que aborda estos casos y la falta de 
sospecha e indagación para el abordaje de casos como posibles casos de tortura por 
parte de los peritos no brinda a las autoridades judiciales las herramientas necesarias 
para que los casos sean investigados como tal y no como otros delitos.  
 
Desde el punto de vista médico legal, existen dos instrumentos internacionales, 
ratificados por la ONU para abordar la tortura,  el Protocolo de Estambul (2001) Manual 
para la investigación y documentación eficaces de la Tortura y otros tratos y penas 
crueles, inhumanos o  degradantes utilizado en la valoración de sobrevivientes de actos 
de tortura y el Protocolo de Minnesota (1989) Manual sobre la Prevención e 
Investigación Eficaces  de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias.  En 
estos protocolos se dan directrices comprensivas y prácticas para la valoración de 
personas que aleguen haber sufrido tortura y malos tratos, para investigar casos de 
presunta tortura y para comunicar los hallazgos realizados a las autoridades 
pertinentes. Se establecen por lo menos unas seis formas básicas de tortura: golpes 
con elementos corto punzantes  o contundentes, tortura por suspensión, choques 
eléctricos, golpes en los pies, tortura dental, asfixia y tortura sexual, incluida la 
violación.  
 
Las modalidades de tortura, por definición, ocultan signos externos de su perpetración 
en el cuerpo de la víctima y se valen de una serie de mecanismos de impunidad que 
dificultan y a veces imposibilitan, conocer la identidad de los victimarios. En adición, la 
víctima queda tan aterrorizada que por lo general no se anima a denunciar, pues si está 
detenida se encuentra a merced de sus captores para volver a sufrir esa práctica o 
prioriza resolver su privación de libertad. Sin embargo, como lo atestiguan algunos 
expertos en la cuestión, el asumir la denuncia, para identificar al agresor y buscar 




 Precisión del concepto frente a los derechos humanos: 
 
En publicación conjunta del Instituto Interamericano de Derechos Humanos y de la 
Asociación para la prevención de la tortura puede leerse: “La tortura constituye la más 
grave de las violaciones a los derechos fundamentales de los seres humanos. Destruye su 
dignidad al degradar su cuerpo y causa heridas, muchas veces irreparables, en la mente y el 
espíritu de las personas. Las nefastas consecuencias de esta atroz violación de los derechos 
humanos se extienden a las familias de las víctimas y a todo su entorno social. Los valores y 
principios sobre los que se asientan la democracia y toda forma de convivencia humana 
pierden significado y vigencia.” (Instituto Interamericano De Derechos Humanos y 
Asociación Para La Prevención De La Tortura, Protocolo Facultativo Convención de las 
Naciones Unidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, San José / Ginebra, 2004, p. 11.) 
 
La tortura es entonces uno de aquellos delitos que destruyen lo más preciado de la 
persona humana. Es así que el pacto internacional de derechos civiles y políticos 
regula su prohibición absoluta en el artículo 7, lo significa que, a diferencia de la 
regulación de otros derechos humanos, no existe ninguna justificación para admitirla. 
En consecuencia, inclusive en situaciones excepcionales se preserva la protección de 
la persona de esa práctica. Del mismo modo en el sistema interamericano de 
protección, la Convención Americana sobre Derechos Humanos prohíbe la tortura en el 
artículo 5. Sin embargo y motivo por el cual la elaboración del presente artículo, los 
autores consideran que la comunidad internacional amen de su afectación por el 
hecho, debe pronunciarse detenidamente, cuando los perpetradores  particulares 
cometen  el delito e ir  más allá de las simples lesiones personales, violencia sexual y 





- A pesar de la evolución de la normatividad Colombia en materia de Tortura y de la 
obligación internacional de estado Colombiano para la investigación efectiva de la 
Tortura, no se hacen visibles los resultados en materia de investigación y 
judicialización, y como lo podemos observar en las diferentes sentencias y nuestro 
trasegar diario no existe claridad por parte de las instituciones encargadas de las 
investigaciones judiciales, de los elementos esenciales para la tipificación de 
Tortura en Colombia, cuando nos enfrentamos a conductas delictivas que pudiendo 
corresponder a delitos de Tortura son tipificados como homicidios, lesiones 
personales, violencia intrafamiliar o delitos sexuales.  
 
- Los límites entre la Tortura y delitos “domésticos” cuando el actor es un particular es 
muy débil y requiere en el investigador demostrar la existencia o no de una finalidad 
respectivamente, quedando en un plano casi que meramente interpretativo por 
parte del juzgador, generando vacíos jurídicos, que van a tener gran implicación en 
el ámbito internacional frente a alegatos de las presunta víctimas por impunidad al 
no tipificarse la tortura. 
 - El desarrollo del presente artículo nos permitió evidenciar como en Colombia es 
muy fácil para un particular realizar actos de tortura, pero que tan difícil que se 
tipifique como tal y como este delito se subsume entre otros como el homicidio, el 
secuestro, lesiones personales; mucho menos cuando se trata de investigación de 
la Tortura psicológica, pues nuestros operadores judiciales no están familiarizados 
con los instrumentos para la investigación y documentación eficaz de la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.  
 
- Internacionalmente somos vistos con buenos ojos por tan garantista que es la 
normatividad Colombiana en relación al delito de Tortura, pero las implicaciones 
ante el Derecho Internacional son grandes al no aplicar la normatividad vigente a las 
investigaciones adelantadas localmente.  
 
- No existe claridad por parte de las instituciones encargadas de las investigaciones 
judiciales, de los elementos esenciales para la tipificación de Tortura en Colombia, 
lo que nos lleva a plantear posibles vacíos jurídicos e impunidad. Son escasos los 
resultados en materia de investigación y juzgamiento, a pesar que se encuentra 
tipificado penalmente desde hace casi tres décadas.  
 
- No se necesita ser abogado para  sumarse al esfuerzo Nacional e internacional por 
un mundo libre del delito de  tortura, cuyo reto es un camino para nuestra 
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